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SCI-423-2019	
Comunicación de acuerdo 	

	Para:
	Dr. Julio Calvo Alvarado, Rector 
Sr. Edel Reales Noboa, Director a.i. Departamento Secretaría del Directorio Asamblea Legislativa

	
	

	De: 
	M.A.E. Ana Damaris Quesada Murillo, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional

	
Fecha:
	
05 de junio de 2019


	Asunto:
	Sesión Ordinaria No. 3120, Artículo 10, del 05 de junio de 2019. Pronunciamiento del Consejo Institucional del Proyecto de Ley “Responsabilidad de las personas jurídicas sobre cohechos domésticos, soborno transnacional y otros delitos”, Expediente No. 21.248



Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

RESULTANDO QUE:
1. El Artículo 88 de la Constitución Política de la República de Costa Rica indica:

“Para la discusión y aprobación de proyectos de ley relativos a las materias puestas bajo la competencia de la Universidad de Costa Rica y de las demás instituciones de educación superior universitaria, o relacionadas directamente con ellas, la Asamblea Legislativa deberá oír previamente al Consejo Universitario o el órgano director correspondiente de cada una de ellas”.

2. El Estatuto Orgánico del Instituto Tecnológico de Costa Rica, en el Artículo 18, inciso i) señala:

“Son funciones del Consejo Institucional:
…
Evacuar las consultas a que se refiere el Artículo 88 de la Constitución Política de la República”.
CONSIDERANDO QUE:

1. La Secretaría del Consejo Institucional recibió correo electrónico de parte de Asamblea Legislativa, dirigido al Dr. Julio C. Calvo Alvarado, en calidad de Rector de la Institución, en el cual se solicita criterio sobre el Proyecto de Ley “Responsabilidad de las personas jurídicas sobre cohechos domésticos, soborno transnacional y otros delitos”, Expediente No. 21.248.

2. La recepción del expediente consultado, fue conocida en la Sesión No. 3117 del Consejo Institucional, y se acordó trasladarlo a algunas dependencias del TEC, para la emisión de su criterio sobre el tema. 

3. La Secretaría del Consejo Institucional recibió oficios, que contienen los criterios de las dependencias de la Institución, que fueron consultadas. 

SE ACUERDA:

a. Comunicar a la dependencia de la Asamblea Legislativa correspondiente, las observaciones que se detallan a continuación, para el proyecto consultado:

Presidencia de la Asamblea Legislativa:  

	No. Expediente
	Nombre del Proyecto
	Transgrede o no la Autonomía Universitaria
	Observaciones de las diferentes entidades institucionales consultadas

	21.248
	Ley de Responsabilidad de las personas jurídicas sobre cohechos domésticos, soborno transnacional y otros delitos
	No
	Oficina de Asesoría Legal

“1- Desde un punto jurídico existen indicadores en el sentido que: este proyecto de llegarse a aprobar podría favorecer a la institución, quien tiene vinculación e interés en este tema y en especial en cuanto a su relación con entidades privadas como la FUNDATEC y la ASETEC quienes podrían a futuro incurrir en acto penales por corrupción con el riesgo de que pueden ser disueltas y generar un posible conflicto con el ITCR.  En cuanto a la afectación de la Autonomía Universitaria esta Asesoría no ha encontrado elementos que puedan comprometer la misma.”


Escuela de Ciencias Sociales 

“Analizado el texto propuesto no se encuentran en el mismo, ataques inmediatos a la autonomía universitaria. Por lo demás, considero que no hay razones para oponerse a este Proyecto de Ley “Responsabilidad de las personas jurídicas sobre cohecho doméstico, soborno transnacional y otros delitos”, que se tramita en la Asamblea Legislativa de Costa Rica, mediante expediente No. 21.248, salvo aquellas de visión política, que no caben en este criterio técnico.”




b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.


PALABRAS CLAVE:   Proyectos – Ley- Exps. - 21.248

	
	
	
	
	

	
	
	
	


c.i.   Auditoría Interna (Notificado a la Secretaria vía correo electrónico)
         

ars 
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ECS-139-19

Memorando 

Para: 
Máster Ana Damaris Quesada Murillo, Directora Ejecutiva



Secretaría Ejecutiva del Consejo Institucional


 De: 
M.Ed. William Rojas Cordero, Director 


Escuela de Ciencias Sociales            

Fecha:
30 de mayo de 2019


Asunto: 
Solicitud de criterio sobre Proyecto de Ley expediente n° 21.248

Reciba usted mi cordial saludo, en ocasión de remitir adjunto el criterio expresado por el Lic. Alejandro Achoy Hernández, sobre el Proyecto de Ley “Responsabilidad de las personas jurídicas sobre cohecho doméstico, soborno transnacional y otros delitos”.


Cordialmente,

· Ci: Archivo 


Oficio 0001-2019

Para:

Máster William Rojas Cordero, Director


Escuela Ciencias Sociales


De: 

Alejandro Achoy Hernández, Licenciado en Derecho


Escuela de Ciencias Sociales


Fecha:
28 de mayo del 2019


Asunto:
Solicitud criterio sobre el Proyecto de Ley “Responsabilidad de las personas jurídicas sobre cohechos domésticos, soborno transnacional y otros delitos”, Expediente No. 21.248


En atención a su solicitud, hago de su conocimiento mi criterio en torno al Proyecto de Ley “Responsabilidad de las personas jurídicas sobre cohecho doméstico, soborno transnacional y otros delitos”, que se tramita en la Asamblea Legislativa de Costa Rica, mediante expediente No. 21.248, solicitado por el Consejo Institucional.


1. Observaciones


· Con este proyecto de ley, el Estado pretende lograr la adhesión a la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), que busca establecer la responsabilidad penal de las personas jurídicas en la comisión de los delitos contemplados en la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, Ley N.º 8422, del 6 de octubre del 2004, en sus artículos 45, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 55 y 57 y a los delitos contemplados en el Código Penal, Ley N.º 4573, del 4 de mayo de 1970, en sus artículos 347, 348, 349, 350, 351, 352, 354, 361, 363 y 363 bis. 


· Asimismo, regula el procedimiento para la investigación y establecimiento de dicha responsabilidad penal, la determinación de las sanciones penales correspondientes y la ejecución de éstas. 


· También da las herramientas legales para que la Administración responsabilice a las personas jurídicas que dentro de su actividad económica se beneficien mediante la comisión de delitos relacionados con la corrupción. 


· Con estas acciones se pretende promover una conducta empresarial responsable y disminuir los focos de corrupción, además de facilitar y otorgar una herramienta eficiente a los entes competentes para las investigaciones y procedimientos correspondientes, con el fin de alcanzar mayor transparencia y disminuir la impunidad en casos de corrupción. 


2. Indicar si apoya o no el Proyecto y las razones que justifican no apoyarlo.


Analizado el texto propuesto no se encuentran en el mismo, ataques inmediatos a la autonomía universitaria. Por lo demás, considero que no hay razones para oponerse a este Proyecto de Ley “Responsabilidad de las personas jurídicas sobre cohecho doméstico, soborno transnacional y otros delitos”, que se tramita en la Asamblea Legislativa de Costa Rica, mediante expediente No. 21.248, salvo aquellas de visión política, que no caben en este criterio técnico.


3. Nombre de persona o Comisión que elaboró el criterio.


Lic. Alejandro Achoy Hernández, profesor de Derecho de la Escuela de Ciencias Sociales. 


C/c: arch.
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Memorando





PARA:	  Dr. Julio Calvo Alvarado, Presidente

	  Consejo Institucional



DE:	  M.Sc. Grettel Ortíz Álvarez, Directora

	  Asesoría Legal



FECHA:	  20 de mayo del 2019



ASUNTO:	  Referencia oficio SCI-354-2019





En la Sesión Ordinaria No. 3117 del Consejo Institucional, celebrada el 15 de mayo de 2019, se conoce texto del Proyecto de “Ley “Responsabilidad de las personas jurídicas sobre cohechos domésticos, soborno trasnacional y otros delitos, Expediente” N. 21.248 y se dispuso solicitar a la Oficina de Asesoría Legal criterio, se procede conforme:



I- CONSIDERACIONES GENERALES 





El proyecto de ley propone el establecimiento de responsabilidad penal para personas jurídicas, cuando se cometan delitos en el contexto de su funcionamiento.



La iniciativa se produce en el proceso de incorporación de Costa Rica la Organización Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), dentro del cual se ha sugerido que se efectúen modificaciones legales para que exista un mecanismo efectivo para sancionar penalmente a personas jurídicas.



En este sentido, la iniciativa se compone de 41 artículos, distribuidos en siete títulos, en los que se presentan normas sobre el establecimiento de la responsabilidad penal para personas jurídicas, normas sobre un modelo de organización y prevención de delitos, el tipo y clases de sanciones que puede recibir una persona jurídica, normas de carácter procesal, y modificaciones a varios cuerpos legales.



En la exposición de motivos se fundamenta la iniciativa de la siguiente manera:



“Producto de su proceso de adhesión a la OCDE, Costa Rica se ha sometido a evaluaciones por parte del Grupo Trabajo sobre Cohecho en las Transacciones Comerciales Internacionales (Grupo de Trabajo sobre Cohecho o WGB, por sus siglas en inglés), el cual ha recomendado al país hacer las reformas legales necesarias para investigar y sancionar las personas jurídicas que participen en 
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actos de soborno contrarios a la Administración Pública, nacional o extranjera. Esta recomendación la hicieron considerando que el sistema actual regulado en el artículo 44 bis de Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública genera dudas sobre la eficacia para investigar y sancionar a personas jurídicas.



En ese contexto y, en virtud de las buenas prácticas de países líderes en la materia, se establece la responsabilidad de las personas jurídicas sobre determinados delitos relacionados con la corrupción. Distintos ordenamientos como el español, el chileno, el alemán, entre otros, ya han permitido esta responsabilidad como consecuencia directa de la evolución de los preceptos legales al considerar cambios en el contexto social, político y jurídico de cada país.



En términos generales, el texto regula el procedimiento para la investigación y establecimiento de dicha responsabilidad, la determinación de las sanciones correspondientes, los supuestos en los cuales la ley resultaría procedente, las herramientas necesarias para la investigación de los hechos y otros aspectos que permiten la aplicación de las normas existentes a las personas jurídicas.



Este proyecto además busca dar un salto cualitativo en las herramientas legales con las que cuenta la Administración para responsabilizar a las personas jurídicas que dentro de su actividad económica se beneficien mediante la comisión delitos relacionados con la corrupción.  Se considera que establecer la responsabilidad de las personas jurídicas dotará al Poder Judicial de las herramientas necesarias para poder detectar, investigar e imponer sanciones eficaces, proporcionadas y disuasivas, por la comisión de los delitos cubiertos por la iniciativa de ley.”



A continuación se cita parte del texto y su objetivo principal.



Artículo 1. Objeto de la presente ley.



La presente ley regula la responsabilidad penal de las personas jurídicas respecto a los delitos contemplados en la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, Ley N.º 8422, del 6 de octubre del 2004, en sus artículos 45, 47, 48, 49, 50, 51, 52, 55 y 57 y a los delitos contemplados en el Código Penal, Ley N.º 4573, del 4 de mayo de 1970, en sus artículos 347, 348, 349, 350, 351, 352, 354, 361, 363 y 363 bis, el procedimiento para la investigación y establecimiento de dicha responsabilidad penal, la determinación de las sanciones penales correspondientes y la ejecución de éstas, así como los supuestos en los cuales la presente ley resulta procedente.
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La responsabilidad de las personas físicas correspondiente a los delitos mencionados en el párrafo anterior continuará rigiéndose por lo dispuesto en otras leyes. 



Artículo 2. Alcances. 



Las disposiciones de la presente ley serán aplicables a:



a)	Las personas jurídicas de derecho privado costarricense o extranjero, domiciliado, residente o con operaciones en el país.



b)	Las empresas públicas estatales y no estatales y las instituciones autónomas que estén vinculadas con relaciones comerciales internacionales y cometan el delito de soborno trasnacional y receptación, legalización o encubrimiento de bienes producto de ellos.



Para efectos de la presente ley, la persona jurídica de derecho privado costarricense es aquella constituida y domiciliada en el país, con independencia del capital de origen. 



La persona jurídica extranjera se presume domiciliada en Costa Rica si tuviera en el país agencia, filial o sucursal, o realizara algún tipo de contrato o negocio en el país, pero sólo respecto de los actos o contratos celebrados por ellas.



La presente ley también será aplicable a las personas jurídicas o de hecho que operen mediante la figura del fideicomiso, sociedad, corporación o empresa de cualquier clase, fundaciones y otras asociaciones de carácter no mercantil, que tengan capacidad de actuar y asumir la responsabilidad jurídica de sus actos.



Las empresas matrices serán responsables cuando una de sus subordinadas, o una empresa bajo su control directo o indirecto, incurra en alguna de las conductas enunciadas en el artículo anterior, cuando obtengan un provecho directo o indirecto o se actúe en su nombre o representación.



También serán responsables, conforme a la presente ley, las personas jurídicas que cometan las conductas citadas, en beneficio directo o indirecto de otra persona jurídica o actúen como sus intermediarios. 





Las personas jurídicas descritas en los dos párrafos anteriores serán responsables si no impiden el hecho, si podían hacerlo, de acuerdo con las circunstancias, y si debían jurídicamente evitarlo, según lo establecido en el artículo 18 del Código Penal, Ley N.º 4573, del 4 de mayo de 1970.
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El proyecto fue presentado como una iniciativa del Poder Ejecutivo con fecha de 4 de febrero de 2019, y cuyo vencimiento es de cuatro años, o sea finaliza   el   4 de febrero del 2023. Fue publicado en la Gaceta n. 42. Después de que se inicia una nueva legislatura reingresa a la corriente legislativa con fecha 29 de abril de 2019. Posee dictamen afirmativo unánime de la comisión especial que fue creada al efecto.   



De las consultas hechas a diversas entidades relacionadas con el tema de regulación sobre la responsabilidad de las personas jurídicas sobre cohechos, sobornos transnacionales y otros delitos, la Contraloría General de la Republica indico la importancia de la reforma que se pretender incorporar, el documento como tal fue consultado a varias Instituciones Públicas, incluyendo al Poder Judicial quien ha manifestado que la reforma tal y como se aprobó de manera unánime en la comisión especial, si les afecta a lo interno dado que deben modificar a lo interno, la preparación de los fiscales en la materia  y con la reducción presupuestaria que todas las instituciones del Estado han venido sufriendo, consideran un poco lenta la posibilidad de cumplir de manera inmediata lo encomendado como lo es la persecución de las personas jurídicas que puedan cometer este tipo de ilícitos, maxime que en Costa Rica, nunca antes se había posibilitado perseguir penalmente a una persona jurídica colectiva, dado que la comisión del delito penal siempre fue subjetiva, es decir únicamente se persiguió a la persona física.





En el proyecto de ley se puede extraer literalmente la posición de la Contraloría General de la Republica quien manifiesta:



”Señala que toda iniciativa de ley tendiente a crear herramientas de lucha contra la corrupción es de suma importancia para el país, por lo que considera oportuno y necesario que se revise el sistema penal costarricense en aras de adecuarlo al fenómeno de la criminalidad actual, el cual trasciende fronteras y formas jurídicas.



El cohecho doméstico, el soborno transnacional y demás delitos asociados a actos de corrupción dentro de la función del Estado, no sólo dañan la hacienda pública, sino que además impactan la confianza las personas en las instituciones democráticas, al acreditarse que las decisiones de los servidores públicos se guían por intereses particulares o dádivas otorgadas y no por la satisfacción del interés público.



Posee informe de servicios técnicos de fecha 10 de mayo de 2019. 
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La Contraloría General ratifica su apoyo al fortalecimiento del ordenamiento jurídico contra la corrupción.



Las empresas públicas tienen la obligación de contar con un Sistema de Control Interno, el cual complementado con las demás normas que integran el ordenamiento de control y fiscalización superiores de la Hacienda Pública (artículo 10 y 11 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República), permite contar con un mecanismo de prevención, gestión y control similar al modelo de organización regulado en los artículos 7, 8 y 9 del proyecto de ley. Es por ello que para no duplicar esfuerzos que impliquen un mayor gasto de fondos públicos, recomienda exceptuar a las empresas públicas del establecimiento del modelo de organización y en su lugar disponer en el artículo 10 del proyecto ley lo siguiente:



“Artículo 10.- Empresas públicas. El Sistema de Control Interno de las empresas públicas regulado en la Ley General de Control Interno, deberá incorporar los requerimientos mínimos del modelo de organización, prevención de delitos, gestión y control que regula el artículo 9 de la presente ley.”



En relación con el artículo 12 inciso a) del proyecto de ley, recomienda incluir en el texto que en el caso de que la empresa pública sea sancionada con una pena de multa, deberá activar la acción de regreso, en el sentido de gestionar lo necesario para cobrarle al servidor responsable de la conducta irregular que motivó la pena el monto de la multa más los intereses respectivos.



En el artículo 20 inciso b) sugiere aclarar si la declaratoria de ilegalidad de la función administrativa, activa u omisiva, o la anulación de los actos y contratos administrativos que guarden relación con el correspondiente delito, debe estar en firme o no, para efectos de interrumpir el plazo de prescripción.



En el artículo 22 recomienda que la persona jurídica sólo pueda señalar medio para recibir notificaciones y no lugar, lo cual facilitará el trámite, tal y como se dispone en la Ley de Notificaciones Judiciales, Ley N.° 8687.



Posee informe de servicios técnicos de fecha 10 de mayo de 2019. 



Síntesis:



El proyecto de ley pretende entonces, crear una norma jurídica, idónea y eficaz que persiga los actos de corrupción por personas jurídicas en sede penal, a la luz de las recomendaciones hechas por el Grupo de Trabajo sobre Cohecho, así como con la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos 
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(OCDE), Ley No. N.° 9450, de 11 de mayo del 2017. Todo lo anterior, además, como un paso fundamental para el ingreso de nuestro país a la OCDE. 



RECOMENDACIONES URGENTES:



No obstante lo anterior, es importante considerar que el proyecto de ley busca castigar con mayor drasticidad  a las empresas, instituciones públicas, autónomas y demás que efectúen acto de corrupción y sean procesadas penalmente, generando cambios en el Código Penal vigente y leyes conexas como lo es la ley contra la corrupción, castigo que también se traduce en la suspensión de las actividades de dichas entidades y menciona en especial a las Fundaciones y Asociaciones que como entidades privadas también puedan realizar el delito penal que la ley persigue ,por lo que se recomienda de igual manera trasladar a conocimiento de la FUNDATEC y de la ASETEC el contenido de la propuesta legislativa.



En relación con este aspecto se citan los artículos que se pretenden modificar y que pueden tener alguna incidencia sobre las entidades de naturaleza privada y que puede resultar de interés por el tipo de relaciones jurídicas que el ITCR mantiene en la actualidad y que de ser sorprendidas en acto de corrupción pueden ser disueltas lo cual traería un grave perjuicio en lo laboral y administrativo.



 “Artículo 36. Reforma del artículo 13 de la Ley de Asociaciones, Ley N.º 218. 



Reformase el artículo 13 de la Ley de Asociaciones, Ley N.° 218, del 8 de agosto de 1939, para agregarle un inciso e), cuyo texto dirá:



“e) Por aplicación de la sanción de disolución de la persona jurídica prevista en el artículo 11 de la Ley de Responsabilidad de las Personas Jurídicas sobre Cohechos Domésticos, Soborno Transnacional y otros Delitos. 



Artículo 37. Reforma del artículo 17 de la Ley de Fundaciones, Ley N.º 5338. 



Refórmese el artículo 17 de la Ley de Fundaciones, Ley N.º 5338, del 28 de agosto de 1973, cuyo texto dirá: 



“Artículo 17.- El Juez Civil respectivo, a instancia de la Junta Administrativa, o de la Contraloría General de la República, podrá disponer la disolución de una fundación, cuando haya cumplido los propósitos para los que fue creada o por motivo de imposibilidad absoluta en la ejecución de sus finalidades. 
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[bookmark: _Hlk5037896]Igualmente podrá disponerse la disolución de una fundación por aplicación de la pena de disolución de la persona jurídica, de conformidad el artículo 11 de la Ley de Responsabilidad de las Personas Jurídicas sobre Cohechos Domésticos, Soborno Transnacional y otros Delitos.



En caso de acordarse la disolución, el Juez ordenará que los bienes pasen a otra fundación, o en su defecto a una institución pública similar, si el constituyente de la fundación no les hubiere dado otro destino en ese caso, y firmará los documentos necesarios para hacer los traspasos de bienes. “



II DICTAMEN SOBRE SI CONTIENE ELEMENTOS QUE AMENACEN O COMPROMETAN LA AUTONOMÍA UNIVERSITARIA.



1- Desde un punto jurídico existen indicadores en el sentido que: este proyecto de llegarse a aprobar podría favorecer a la institución, quien tiene vinculación e interés en este tema y en especial en cuanto a su relación con entidades privadas como la FUNDATEC Y LA ASETEC quienes podrían a futuro incurrir en acto penales por corrupción con el riesgo de que pueden ser disueltas y generar un posible conflicto con el ITCR.  En cuanto a la afectación de la Autonomía Universitaria esta Asesoria no ha encontrado elementos que puedan comprometer la misma.



Cordialmente.



GOA/sga



C.c.: Miembros Consejo Institucional



Ref.: Proyecto de “Ley “Responsabilidad de las personas jurídicas sobre cohechos domésticos, soborno trasnacional y otros delitos, Expediente” N. 21.248
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